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“2025, Año de la Innovación y el Fortalecimiento Educativo”.
TOCA 31/2024/SS-1

EXP. 869/2023-2 

**********RECURSO DE APELACIÓN: **********/2024/SS-1.
JUICIO CONTENCIOSO: **********/2023/2.
ACTOR Y RECURRENTE: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, diecisiete de enero de dos mil veinticinco. 
V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, por **********, parte actora, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de ocho de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********; turnado a ésta Sala Superior el veinticuatro siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- La Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, por las razones y fundamentos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución.…”
II.- Inconforme con la referida determinación, **********, parte actora, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veinticuatro siguiente; atendiendo a que por auto de diecinueve de abril del año continuo anterior
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente **********.**********
III.- En auto de veintiséis de abril de dos mil veinticuatro
, se recibió el escrito de mérito, se admitió a trámite la apelación bajo el consecutivo **********/2024/SS-1, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la autoridad demandada, Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El treinta de mayo de dos mil veinticuatro,
 se certificó que la autoridad demandada, Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, no desahogo la vista ordenada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación interpuesto por la parte actora y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado,
 se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, aplicable en la época de los hechos sometidos a esta Alzada.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 
(Vigente hasta el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro).
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su rec
epción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 
Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 
En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 
Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.
En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 
Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ********** parte actora en el juicio génesis, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de cuatro de septiembre de dos mil veintitrés
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el veintidós de marzo de dos mil veinticuatro
, por lo que dicha notificación surtió efectos el veinticinco siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veintiséis de marzo al dieciocho de abril del año en curso; en ese lapso no deben contar los días treinta y treinta y uno de marzo, seis, siete, trece y catorce de abril (sábados y domingos), todos de dos mil veinticuatro, por haber sido inhábiles; así como el veintisiete, veintiocho y veintinueve de marzo, todos del año actual, por haberse suspendido las labores de este Órgano Jurisdiccional, conforme al artículo 15
 del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veinticuatro; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la apelante se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior estima que el recurso de apelación interpuesto por ********** parte actora; es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al caso en concreto de conformidad con el segundo transitorio del decreto de reforma a dicho artículo, publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro
, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de ocho de febrero de dos mil veinticuatro, se declararon infundados los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, en la demanda y ampliación de la misma, en los cuales planteó entre otras cosas, la indebida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora del acto impugnado.

En ese tenor; toda vez que, no se logró desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad previsto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado; la Segunda Sala Unitaria declaró la legalidad y validez del crédito fiscal impugnado **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí por la cantidad de **********, por concepto de multa.
De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el cual, entre otras cosas se debatió la fundamentación de la competencia de la autoridad emisora del acto.

Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción III, inciso c, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera, entre otros, a la competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
a). Por escrito recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés, **********, promovió demanda
 de juicio contencioso administrativo en contra de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por el acto que hizo consistir en:

“La resolución contenida en el oficio ********** de fecha 22 de junio de 2023, emitido por la lic. **********, en su carácter de Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, la cual resuelve confirmar el crédito fiscal ********** por la cantidad de ********** de fecha 21 de diciembre de 2021, emitido por el Lic. **********, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.”
b). Mediante auto de cuatro de septiembre del propio año
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenó emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación; carga procesal que en acuerdo de dos de octubre de dos mil veintrés
, tuvo por cumplida en tiempo y forma. 

c). El diez de enero de dos mil veinticuatro
, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-2.

d). Mediante sentencia de ocho de febrero de dos mil veinticuatro
, la Segunda Sala Unitaria, declaró la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en la determinación del crédito fiscal, **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí por la cantidad de **********, por concepto de multa.
Resolución la anterior, que constituye la materia de impugnación en el presente recurso. 
OCTAVO.- Estudio. Son infundados los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnado.

Como ya se dijo, en el fallo de ocho de febrero de dos mil veinticuatro, dictado en el juicio contencioso administrativo **********/2023-2, la Sala A quo, determinó la legalidad y validez del acto impugnado, consistente en la determinación del crédito fiscal **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí por la cantidad de **********, por concepto de multa, al considerar sustancialmente lo siguiente:
En primer término, estableció que al abordar los conceptos de impugnación, los estudiaría en un orden diverso al planteado, tomando en consideración aquellos que otorgaron mayor beneficio a la actora y en conjunto los que guardaran una estrecha relación entre sí; lo cual sustento con los criterios siguientes: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.” Y “CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).”

En ese entendido, la Sala de origen emprendió el análisis del tercero y cuarto conceptos de impugnación del escrito de ampliación de demanda, hechos valer en contra del requerimiento de obligaciones **********, en el sentido de que no se fundó la competencia, material, territorial y por grado de la autoridad emisora del acto; el cual calificó de infundado. 
Lo anterior, toda vez que, la autoridad demandada fundamento el acto, entre otros artículos, con el 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 1, 3 fracción II y 14 del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de los que se desprendía que la Secretaria de Finanzas, cuenta para el despacho de los asuntos de su competencia, de diversas unidades administrativas, como la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que depende directamente de la Dirección General de Ingresos; y que sus funciones consisten en ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales y federales; suscribir y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución; elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones, así como determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales; vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales y ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales; y la de dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos.
Por lo que, la Resolutora arribó a la premisa de que con ello se demostraba la existencia de la autoridad emisora del requerimiento de obligaciones omitidas **********, folio **********, así como la facultad para la emisión de actos de esa naturaleza, habida cuenta que expresamente se le otorgaba la facultad de ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales y federales, así como la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales; y que entonces, si se encontraba debidamente fundada la competencia del Director de Recaudación y Política Fiscal, para emitir dicho acto.
Por otra parte, en cuanto a los conceptos de impugnación primero del escrito inicial de demanda y primero y segundo de la ampliación, mediante los cuales el actor controvirtió la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión ********** folio **********; análoga calificación les otorgó la Aquo.
Pues precisó, que si bien conforme al artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente; y que en el caso, la actora negó lisa y llanamente la notificación del requerimiento de obligaciones **********, por lo que, la carga probatoria le correspondía a la autoridad demandada.

Sin embargo, la Segunda Sala Unitaria estableció que la parte actora no había logrado invalidar el requerimiento **********, folio ********** y el acta circunstanciada en que consta la notificación del mismo, que fueron exhibidos por la autoridad demandada; y que, debía prevalecer la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado.
Por último, la Sala de Origen analizó el concepto de impugnación primero del escrito inicial de demanda, en el cual el actor controvirtió el crédito fiscal ********** al estimar que la autoridad no fundó su competencia material, territorial y de grado; mismo, que calificó infundado. 
En ese sentido, la A quo destacó que de la fundamentación empleada por la autoridad demandada, para sostener su competencia se encontraban los artículos 47 fracción I inciso C), F) y penúltimo párrafo, del Código Fiscal del Estado, que contempla al Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Estado, al igual que a los directores de área, subdirectores y delegados fiscales adscritos a la citada Dirección; como autoridades fiscales; así como, el 31 fracción I y 33 fracción V, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, de los que se advierte que la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, cuenta entre otras, con la facultad de Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, Imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales de conformidad con la legislación aplicable.

Además, de los artículos 1, 3 fracción II, inciso a) y 14, fracciones X, XI, XII y XVI, y 15 fracciones XV, XXI, XXIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, de los que se obtenía que la Secretaria de Finanzas contara, entre otras unidades, con la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos, con facultades para vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales, así como para imponer las sanciones y multas que, en su caso, correspondan.

Luego, la Sala de Origen destacó que de dichos normativos se colegía que la citada Dirección de Recaudación y Política Fiscal depende de la Dirección General de Ingresos, que es un órgano administrativo de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado que ejerce sus funciones a nivel estatal, habida cuenta que de los mencionados numerales se advierte que la citadas autoridades ejercen sus facultades en el territorio del estado. 

Establecido lo anterior, la Resolutora decidió que la demandada si satisfizo el requisito de fundamentar su competencia territorial, material y por grado para emitir el acto de molestia, habida cuenta que la citada normativa no circunscribía el ejercicio de sus funciones a un ámbito espacial determinado, sino en el territorio del Estado, y le otorgaban facultades expresamente.

Por lo que, declaró la legalidad y validez del acto impugnado consistente en el crédito fiscal **********, de veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad de $8,065.80 (ocho mil sesenta y cinco pesos 80/100 M.N.), por concepto de multa, en virtud de que la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad conforme a lo previsto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado.
Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

1. Considera que la Sala de Origen contravino lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 249 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; en virtud de que, no fundó y motivó debidamente la sentencia recurrida, al calificar infundado el argumento que hizo valer relativo a la competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal para emitir el requerimiento **********, folio **********
Destacó además, que dicha autoridad fundó su competencia en los artículos 47 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, 3, fracción I, 31 fracción II y 33 fracciones V y XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 3 fracción II y 15 fracciones XV, XXI, XXIII, XXVII, XXXI, XXXII y XXXV del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
Y que, de un análisis a dichos dispositivos legales, se deprendía el incumplimiento de la debida fundamentación de la competencia; toda vez que, la autoridad fue omisa en citar las disposiciones legales específicas que incorporarán su ámbito competencial en razón de materia como órgano emisor, la atribución que le permitía afectar la esfera jurídica del gobernado; por lo que sostiene, que no se encontraba facultado para realizar el requerimiento de obligaciones omitidas.

Agravio que soportó en los criterios de rubro siguiente: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.” Y “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.”
Sigue diciendo, que la Sala de Origen solventó la omisión de la autoridad, al considerar que el requerimiento de obligaciones **********, folio **********se encontraba debidamente fundado y motivado, que la autoridad emisora carece de competencia, lo cual conlleva a que el crédito fiscal 138942 impugnado, carezca de valor legal, al encontrase viciado de origen, y debe declararse su nulidad lisa y llana, conforme la tesis siguiente: “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS”.
Por lo que insiste, que en el requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, la autoridad emisora fue omisa en citar con precisión el dispositivo legal que le atribuía la competencia material para emitir dicho acto, lo cual, transgrede en su prejuicio las garantías de legalidad y seguridad jurídica y lo dispuesto por el articulo 164 fracciones I y II, y 167 del Código Procesal Administrativo del Estado, actualizándose las causales de ilegalidad contenidas en las fracciones I y II del artículo 250 de dicho Código, y por ende, la nulidad lisa y llana conforme al 251 y 252 del mismo ordenamiento, y la tesis de rubro: “NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.”
2. En su segundo agravio la parte recurrente señala que la Segunda Sala Unitaria al determinar que la constancia de notificación del requerimiento ********** **********se encontraba debidamente circunstanciada, omitió razonar los argumentos que expuso, pues considera que dicha notificación deviene ilegal, en razón de que no se encuentra relacionada con el requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve.
Afirma, que el acta de notificación elaborada el veintinueve de agosto de dos mil veintitrés es referente a un requerimiento de obligaciones número ********** **********de fecha ** de agosto de dos mil diecinueve, emitido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, la cual desconoce; y en cuanto al requerimiento de obligaciones que acompañó la demandada a su contestación, se identifica como emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, en el cual se le requirió la declaración mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal de los periodos enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio del ejercicio dos mil diecinueve, y que motivo el crédito fiscal impugnado.
Que al examinar las tres documentales, acta de notificación, requerimiento y crédito fiscal, advierte discrepancia entre ellos, en virtud de que, el requerimiento se identifica como emisión **********, folio **********y el acta de notificación y crédito fiscal **********, solo se alude a un requerimiento con número ********** **********; por lo que considera, que el requerimiento que sirvió de base para la expedición del crédito fiscal **********, es distinto al  requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, que exhibió la autoridad, el cual no le fue notificado conforme a lo establecido en los artículos 72, primer párrafo, fracción I y 73 primer párrafo fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII del Código Fiscal del Estrado, vulnerando en su prejuicio los principios de legalidad y certeza jurídica consagrados en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Como inicialmente se dijo, devienen infundados los resumidos agravios.
Respecto del primer agravio, donde la parte recurrente señala sustancialmente que la Sala de Origen contravino lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 249 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; en virtud de que, no fundó y motivó debidamente la sentencia recurrida, al calificar infundado el argumento que hizo valer relativo a la fundamentación de la competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal para emitir el requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve; se otorga dicha calificativa, en razón de que la resolución confutada sí cuenta con la debida fundamentación y motivación, que todo acto de autoridad debe contener.
Lo anterior, ya que si por fundamentación se entiende que en todo acto de autoridad han de expresarse los preceptos legales aplicables al caso y, por motivación, que deben señalarse las circunstancias especiales, razones particulares y causas inmediatas que se hayan tomado en cuenta para la emisión del acto, basta la lectura de la determinación reclamada para percatarse que en efecto se satisfacen dichos requisitos.
Sirve de sustento al caso, la jurisprudencia 1 a./J. 139/2005, registro 176546, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 162, siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al caso.”

Así dentro de la resolución impugnada, la Resolutora consideró infundado el concepto de impugnación relativo a la fundamentación de la competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal para emitir el requerimiento de obligaciones omitidas emisión **********, folio **********de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve; expresando al efecto lo siguiente:
“ …

1. En ese sentido se procede a entrar en primer término, al análisis del argumento que hace el actor en el Tercero y Cuarto conceptos de impugnación del escrito de ampliación de demanda, en los que controvierte el requerimiento **********bajo el argumento de que no se funda la competencia, material, territorial y por grado de la emisora del acto; por ser la competencia de estudio primordial.**********
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término y para una mayor comprensión del presente estudio, se estima necesario realizar la transcripción en la parte que nos interesa del Requerimiento de Obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, el cual obra a foja 54 y 55 del expediente en el que se actúa, lo cual se realiza a continuación:
““…

SE LE REQUIERE PARA QUE CUMPLA CON LAS OBLIGACIONES SEÑALADAS, CONCEDIENDOLE UN PLAZO DE 15 DIAS HABILES COMPUTADOS A PARTIR DEL DIA HABIL SIGUIENTE EN QUE FUE REALIZADA LA NOTIFICACION DEL PRESENTE REQUERIMIENTO, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTICULOS 19, 46, 47 FRACCIÓN I, INCISCO C) Y PENULYIMO PARRAFO DEL 48, 72 PRIMER PARRAFO, FRACCION I, 73, DEL CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI EN VIGOR, ARTICULOS 20, 21, 22, 23, 24 Y 25 DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI VIGENTE, ARTICULOS 3 FRACCION I, INCISO A, 31 FRACCION II Y 33 FRACCIONES V Y XII DE LA LEY ORGANICA DE LA ADMNISTRACION PUBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; ARTICULOS 1, 3 FRACCION II Y ULTIMO PARRAFO EN EL QUE SE ESTABLECE LA CIRCUNSCRIPCIÓN TERRITORIAL DE LA SECRETARIA Y SUS UNIDADES, 15 FRACCIONES XV, XXVII, XXI, XXIII, XXVII, XXXI, XXXII Y XXXV DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSI; PUBLICADO EN LA EDICION EXTRAORDINARIA DEL PERIODICO OFICIAL DE DICHA ENTIDAD EL 07 DE MAYO DE 2005 Y MODIFICADO MEDIANTE DECRETOS PUBLICADOS EN EDICIONES EXTRAORDINARIAS DEL MISMO ORGANO OFICIAL DE DIFUSION, LOS DIAS 17 DE JUNIO DE 2006, 16 DE JULIO 2011 Y 19 DE ENERO 2016.…””
Ahora bien, de dicha transcripción se advierte la fundamentación empleada por la autoridad demandada, para sostener la competencia de la autoridad para emitir el requerimiento en este acto impugnado, dentro de la cual conviene destacar los artículos 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; El artículo 1, 3 fracción II y 14 del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, resultando pertinente realizar la transcripción de los mismos:
LEY ORGANICA DE LA ADMNISTRACION PUBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 

ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

(…)

XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

Artículo 1º. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

Artículo 3º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaria de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la: 

a) Dirección de Recaudación y Política Fiscal; 

b) Dirección de Fiscalización; 

c) Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal; y, 

d) Dirección de Catastro.

(..)

(ADICIÓN P.O.E. 19 DE ENERO DE 2016) 

La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su Titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

(…)

XV. Ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales;

(….)

 (REFORMA P.O.E. 17 DE JUNIO DE 2006) 

XXVII. Suscribir y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administrativas por el Estado y supervisar cada una de sus etapas;

(…)

XXI. Elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones;

(…..)

XXIII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales;

(….)

XXVII. Aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administradas por el Estado y supervisar cada una de de sus etapas;

(…)

XXXI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones fiscales municipales, estatales y federales;

XXXII. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

(..)

XXXV. Dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos;

De los artículos anteriormente mencionados, se desprenden las siguientes consideraciones:  
a).- Que le corresponde a la Secretaria de Finanzas el despacho de diversos asuntos, entre los que se encuentran la de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; 
b).- Que dicha Secretaria de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia, diversas unidades administrativas, entre las que se encuentra la Dirección General de Ingresos, de la que a su vez depende directamente, entre otras, la  Dirección de Recaudación y Política Fiscal; 
c).- Señala las funciones de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que depende directamente de la Dirección General de Ingresos; entre las que se encuentran, la de ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales y federales; suscribir y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución; elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones, así como determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales; vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales y ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales; y la de Dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos.
En conclusión de los normativos anteriormente transcritos se desprende que la Secretaria de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia, de diversas unidades administrativas, de entre las que se encuentra la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que depende directamente de la Dirección General de Ingresos, por lo que es de estimarse que se demuestra la existencia de la autoridad emisora del requerimiento de Obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, así como la facultad para la emisión de actos de esa naturaleza, habida cuenta que expresamente se le otorga la facultad de ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales y federales, así como la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales.
En ese sentido, se debe de hacer mención, que la autoridad demandada para fundar su competencia: (i) señala la existencia y funciones de la Secretaría de Finanzas; (ii) Que dicha Secretaria contara con diversas unidades, entre las que se encuentra la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que depende directamente de la Dirección General de Ingresos, señalando sus funciones, entre las que se encuentra la de ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales.
Por lo que, es de considerarse que el Requerimiento con número de folio requerimiento emisión **********folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, si se encuentra debidamente fundada la competencia del Director de Recaudación y Política Fiscal, para emitirla.
Lo anterior, en virtud de que contrario a lo que manifiesta la parte actora en su concepto de impugnación que en este acto se analiza, la autoridad demandada en primer término, si acreditó la existencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que depende directamente de la Dirección General de Ingresos, y en segundo, también señala la funciones de dicha Dirección, entre las que se encuentra la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales.
Motivo por el cual, es de declarar infundado el concepto de impugnación que en este acto se analiza, había cuenta que los argumentos mediante los cuales pretende invalidar el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********folio **********, de fecha dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, son infundadas. …”
De lo anterior -tal y como lo resolvió la A quo-, se desprende que el Director de Recaudación y Política Fiscal, si fundó su competencia para emitir el requerimiento de obligaciones número de emisión ********** folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, pues para tal efecto, citó los artículos 33 fracciones V y XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 1°, 3° fracción II y último párrafo, y 15 fracciones XV, XXVII, XXI, XXIII, XXVII, XXXI, XXXII y XXXV, del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, los cuales disponen lo siguiente:
“LEY ORGANICA DE LA ADMNISTRACION PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 
ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

(…)

XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
Artículo 1º. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.
Artículo 3º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaria de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la: 

a) Dirección de Recaudación y Política Fiscal; 

b) Dirección de Fiscalización; 

c) Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal; y, 

d) Dirección de Catastro.

(..) 

La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su Titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

(…)

XV. Ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales;

(….)

 (REFORMA P.O.E. 17 DE JUNIO DE 2006) 

XXVII. Suscribir y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administrativas por el Estado y supervisar cada una de sus etapas;

(…)

XXI. Elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones;

(…..)

XXIII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales;

(….)

XXVII. Aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el Código Fiscal del Estado cuando sean contribuciones estatales y el Código Fiscal de la Federación cuando se trate de contribuciones federales administradas por el Estado y supervisar cada una de de sus etapas;

(…)

XXXI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones fiscales municipales, estatales y federales;

XXXII. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;

(..)

XXXV. Dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos; […]”
De lo transcrito se deduce, que le corresponde a la Secretaría de Finanzas el despacho de diversos asuntos, entre los que se encuentran la de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; quien contará para el despacho de los asuntos de su competencia, con diversas unidades administrativas, entre ellas la Dirección General de Ingresos, de la que a su vez depende directamente, entre otras, la  Dirección de Recaudación y Política Fiscal.

Dicha Dirección, tiene entre sus funciones las de ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales y federales; suscribir y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución; elaborar y aplicar el programa operativo anual de recaudación de contribuciones, así como determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales; vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales y ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales; así como dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos.
Por lo tanto, como acertadamente lo determinó la Sala Resolutora, la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, si fundó debidamente su competencia en el requerimiento de obligaciones emisión ********** folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, pues por una parte, citó el marco legal que contempla la existencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, es decir, los artículos 33 fracciones V y XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 1°, 3° fracción II y último párrafo, del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y por otra parte, precisó la norma, articulo y fracción que lo facultó para emir dicho acto, siendo el artículo 15 fracciones XV, XXVII, XXI, XXIII, XXVII, XXXI, XXXII y XXXV del citado Reglamento.

Ahora bien, es dable citar lo establecido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 164 la fracción V, y 165, fracción II, del Código Procesal de la Materia, mismos que señalan literalmente lo siguiente:
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. […]” 

“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: […]

V. Estar fundado y motivado; […]”

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: […]

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; […]”

Del marco legal citado, se advierte que todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, ahora cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de qué ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. 
Lo que se robustece con el criterio jurisprudencial I.4o.A. J/43, de rubro y texto siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Asimismo, cabe precisar que los actos de autoridad, para ser legales, entre otros requisitos, deben ser emitidos por autoridad competente, cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien esté legitimado para ello, expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter en que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo legal, acuerdo, decreto o reglamento que le conceda tal facultad.

Pues de lo contrario se dejaría al destinatario en estado de indefensión, ya que al no conocer el fundamento que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga al receptor la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no, conforme a la ley o a la Constitución, para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, con el carácter que lo haga, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la Constitución o las leyes secundarias.

Entonces, la garantía de legalidad contenida en el artículo 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que otorguen competencia a quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del facultado o por delegación de facultades.
Encuentra apoyo lo anterior, con la Jurisprudencia 2a./J. 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación , que señala lo siguiente:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

De esta manera, es que los agravios en estudio devienen infundados, debido a que la A quo expresó las razones particulares y circunstancias inmediatas que tomó en consideración para determinar infundado el concepto de impugnación del actor y considerar que el Director de Recaudación y Política Fiscal, fundó debidamente su competencia para emitir el requerimiento emisión ********** folio **********, de fecha dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, premisa que esta Sala comparte. 
Por otra parte, en lo relativo al segundo disenso donde la parte recurrente señala que la Segunda Sala Unitaria omitió razonar los argumentos que expuso, en contra del acta de notificación elaborada el veintinueve de agosto de dos mil veintitrés del requerimiento de obligaciones número ********** **********en el sentido de que desconocía dicha acta, y que se advertían discrepancias entre la mencionada acta, el requerimiento de obligaciones y el crédito fiscal **********; en virtud de que, en el requerimiento se precisó como número de emisión **********, y número de folio **********, y en los demás documentos solo se adujo a un requerimiento con número **********.
Agravio que es de considerarse infundado, en razón de que la Sala Resolutora estableció en primer término, que si bien conforme al artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente; y que en el caso, la parte actora negó lisa y llanamente la notificación del requerimiento de obligaciones **********, por lo que, la carga probatoria le correspondía a la autoridad demandada, quien exhibió las actuaciones que la accionante manifestó desconocer; es decir, el requerimiento de obligaciones y las constancias de notificación de dicho requerimiento, por lo que, le concedió el término legal para ampliar la demanda.
Precisó además, que el accionante al producir su ampliación de demanda formuló agravios tendentes a controvertir las constancias de notificación del requerimiento de obligaciones omitidas, con número de emisión **********, y con folio **********, los cuales declaró infundados e inoperantes; en razón de que, el requerimiento de obligaciones respecto del cual se llevó a cabo la diligencia de notificación hecha constar en el acta verificada el veintinueve de agosto del dos mil diecinueve se encontraba plenamente identificado, en la medida que, no obstante que en el apartado de constancia de entrega de documentos se plasmó como número del mismo “**********”, en la parte superior del documento se señaló “Requerimiento de obligaciones omitidas”, “EMISION:**********”, “FOLIO **********”, que además, en dicha acta de notificación se expresó claramente que la notificación se realizó en el domicilio señalado por el contribuyente, el nombre del notificador que realizó la diligencia, así como que quien atendió la diligencia, quien se identificó debidamente, el objeto de la notificación, los datos del contribuyente a quien se dirige, y las demás cuestiones específicas, la firma del notificador y del interesado, sin que dicha firma hubiere sido controvertida en forma alguna por el actor.
Corolario a lo anterior, la Sala de Origen destacó que atendiendo a la naturaleza de la notificación personal cuyo objeto es que el interesado o su representante legal, tenga pleno conocimiento del asunto de que se trata y pueda alegar lo que a su derecho estime conveniente y ofrecer las pruebas que estime convenientes; debe ajustarse con los requisitos previstos en el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, que establece las formalidades de la diligencia de notificación personal.
Asimismo, la Resolutora precisó que del contenido a la citada disposición las reglas para realizar las notificaciones personales, son:

(i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; 
(ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; 
(iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 
(iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; 
(v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; 
(vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y,

 (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.
Por ende, la Segunda Sala Unitaria concluyó que la parte actora no había logrado invalidar el requerimiento **********, folio ********** y el acta circunstanciada de la notificación del mismo, que fueron exhibidos por la autoridad demandada; y que, debía prevalecer la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado.
De ahí la calificativa de los agravios en estudio, pues contrario a lo señalado por el recurrente, la Resolutora si estudio los argumentos expuestos en la demanda y ampliación de la misma, en contra del acta de notificación elaborada el veintinueve de agosto de dos mil veintitrés del requerimiento de obligaciones número ********** **********mismos que declaró infundados;**********y por ende, determinó que no se había logrado invalidar el requerimiento **********, folio ********** y el acta circunstanciada de la notificación del mismo, que fueron exhibidos por la autoridad demandada; por lo que, debía prevalecer la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado; determinación que esta Alzada comparte.
Por último, en relación a los criterios que invocó el apelante de rubros: “FRUTOS DE ACTOS VICIADOS” y “NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA”, no resultan aplicables al caso concreto, acorde a la calificación dada a los agravios, mismos que resultaron ser infundados; en virtud de que, no se actualizó la ilegalidad planteada por el recurrente en contra del requerimiento de obligaciones con número de emisión ********** folio ********** y el acta circunstanciada de la notificación del mismo.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la parte recurrente, mismos que resultaron ser infundados, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de ocho de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo **********.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de ocho de febrero de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo ********** de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución. 

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora; y por oficio**********a la autoridad demandada; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad remítanse los autos a la Sala de su origen y archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 146 de los autos del Juicio de Origen.





�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





�Foja 19-21 del Toca.





� Foja 29 y 30 del Toca.





� “Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� Fojas 38-40 del juicio de origen.


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Según constancia de notificación que obra agregada a foja 129 de los autos del juicio de origen.





� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.





� “SEGUNDO. Los procedimientos previstos en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se encuentren pendientes de resolución ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a la entrada en vigor del presente Decreto, se substanciarán y resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento de su inicio.”


�Fojas 2-37 del expediente de origen.


�Fojas 38-40 del expediente de origen.


�Foja 59 y 60 del expediente de origen. 


� Foja 8109 y 110 del expediente de origen.


� Foja 90 del expediente de origen.


� Fojas 111-128 del expediente de origen.





� Registro digital: 175082 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: I.4o.A. J/43 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Mayo de 2006, página 1531 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 177347. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 115/2005. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 310. Tipo: Jurisprudencia.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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